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México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día 15 de mayo de 2015.
VISTO BUENO

MINISTRO:

V I S T O S  los autos para resolver el amparo directo en revisión número 1674/2014 interpuesto en contra de la sentencia dictada en el expediente número ***** por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 

 R E S U L T A N D O:

COTEJÓ:

PRIMERO. Hechos que dieron origen al presente asunto. Después de algún tiempo de sostener una relación sentimental, el 10 de diciembre de 1993, ***** y ***** contrajeron matrimonio en la ciudad de México  bajo el régimen de separación de bienes.

En la ciudad de Boston, Massachusetts, el 5 de noviembre de 1996 nació su primer hijo, quien recibió el nombre de *****. Con posterioridad, en la ciudad de Manhattan, Nueva York, el 4 de octubre de 1998 nació la segunda hija de dicho matrimonio, la cual fue llamada *****.

A raíz de diversos desacuerdos entre los cónyuges, el 17 de noviembre de 2005 el señor ***** dejó de habitar en el domicilio conyugal, no obstante continuó una convivencia con sus menores hijos.
 
En marzo de 2007 nació el tercer hijo del señor *****, el cual procreó con la señora *****.
 Sin embargo continuaron las convivencias entre los menores con su progenitor. Así, en el desarrollo de una de ellas, el 16 de mayo de 2008 el menor ***** sufrió un accidente con quemaduras de tercer grado, tendiendo que ser sometido a diversas intervenciones médicas.
 
1. Juicio de primera instancia
Secuela procesal del juicio ordinario civil *****
El 11 de junio de 2008, ***** presentó una demanda, en la cual solicitó la disolución de su vínculo matrimonial con *****, así como la guarda y custodia provisional y en su momento definitiva de sus dos menores hijos; el pago de pensión alimenticia; y el establecimiento del régimen de visitas y convivencias. 

El señor ***** dio contestación a la demanda, indicado que la guarda y custodia de los menores debía concederse al progenitor más apto para su cuidado conforme al material probatorio. 

El asunto fue del conocimiento del Juez Cuarto Familiar del Distrito Judicial de Tlalnepantla, con residencia en Naucalpan, Estado de México siendo registrado con el número de expediente *****. Una vez sustanciado el procedimiento respectivo el 3 de agosto de 2009, fue dictada sentencia definitiva, en la cual se decretó la disolución del vínculo matrimonial porque se acreditó la separación de los cónyuges por más de dos años; la guarda y custodia de los menores a favor de su madre; régimen de visitas y convivencias a favor de su padre; y el pago de pensión alimenticia correspondiente al importe mensual de 548 días de salario mínimo vigente en el Estado de México.

 Inconformes con la anterior resolución ambas partes interpusieron recurso de apelación, el cual se substanció ante la Primera Sala Familiar Regional de Tlalnepantla del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, con el número *****. El 7 de octubre de 2009, se dictó sentencia definitiva, mediante la cual se modificó la sentencia de primer grado ordenando reponer el procedimiento, con la finalidad de que se resolvieran en una sola instancia el juicio ordinario ***** y el diverso expediente ***** del índice del Juzgado Cuarto de lo Familiar de Tlalnepantla (inicialmente 962/2008) y se practicara la  pericial en psicología,
 la pericial en medicina reconstructiva,
 se recabara la opinión de los menores,
 y  finalmente se recabaran los elementos de prueba para determinar la capacidad económica del deudor alimentario y las necesidades del acreedor.

En cumplimiento, el Juez de primera instancia dejó sin efectos la sentencia, para efecto de regularizar el procedimiento.
Secuela procesal del juicio ordinario civil ***** (inicialmente ***** del índice del Juzgado Tercero de lo Familiar de Tlalnepantla). 
De manera paralela, el 6 de octubre de 2008, ***** demandó de ******, la disolución del vínculo matrimonial y la pérdida de la patria potestad de sus dos menores hijos.
Por auto de 7 de octubre de 2008, el Juez Tercero Familiar del Distrito Judicial de Tlalnepantla, con residencia en Naucalpan, Estado de México, admitió la demanda con el número de expediente *****. Por escrito presentado el 19 de noviembre de 2008, el demandado dio contestación, oponiendo las defensas y excepciones que estimó pertinentes.

El 9 de junio de 2009, con motivo de la recusación interpuesta por *****, la Primera Sala Regional Familiar de Tlalnepantla determinó declarar operante la recusación y nulo todo lo actuado a partir del 9 de febrero de 2009. Así, la Sala ordenó al Juzgado Tercero Familiar, remitir todo lo actuado en el expediente al Juzgado Cuarto Familiar, ambos del Distrito Judicial de Tlalnepantla. 
Derivado de lo anterior, el 1 de julio de 2009, el Juzgado Cuarto Familiar declaró nulo todo lo actuado desde el 9 de febrero de 2009 y registró el expediente con el número *****.

En cumplimiento a la resolución del recurso de apelación *****, resuelta el 7 de octubre de 2009 (formada con motivo del juicio ordinario *****), se determinó acumular ambos juicios. 

Resolución del 17 de julio de 2012 al juicio ordinario ***** y su acumulado *****.
Con base en los elementos del juicio, el 17 de julio de 2012, el Juez Cuarto Familiar declaró procedente las diversas acciones promovidas por la actora.

Al respecto, el Juez decretó la disolución del vínculo matrimonial, con base en la causal contenida en la fracción I del artículo 4.90 del Código Civil del Estado de México, pues se acreditó que el señor ***** procreó un hijo fuera de matrimonio. 
Asimismo, del contenido del material probatorio concluyó que el progenitor había sido omiso en brindarles amor, cariño, apoyo moral y atención a sus menores hijos; haciendo evidente la falta de interés en sus actividades y sobre todo en su salud física. Por lo cual, condenó al progenitor a la pérdida de la patria potestad.
Por su parte, los menores manifestaron su deseo de vivir  al lado de su progenitora, por lo que se concedió la guarda y custodia definitiva de estos a favor de la madre.

Se estimó además, que con la finalidad de unificar los lazos paterno-filiales y mejorar el ambiente familiar, los menores debían tomar terapias psicológicas y tener un régimen de convivencia con su progenitor, pues la convivencia entre padres e hijos es un derecho que asiste a los menores.

Finalmente, se condenó al progenitor al pago de alimentos a favor de su exesposa y su dos menores hijos por la cantidad que resulte del importe mensual equivalente a 802.40 veces el salario mínimo general vigente.
2. Recurso de apelación 912/2012. 
Inconformes con dicha resolución, ambas partes interpusieron recurso de apelación, el cual se substanció ante la Primera Sala Familiar Regional de Tlalnepantla del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, con el número 912/2012. 
El 15 de octubre de 2012, la Sala regional suspendió la citación a sentencia, hasta que materialmente tuviera lo actuado en el incidente de fijación de pensión alimenticia y custodia provisional. 

En contra del anterior auto, la señora ***** interpuso recurso de revocación, el cual fue resuelto el 6 de noviembre de 2012 por la Sala Familiar Regional de Tlalnepantla, en el sentido de confirmar el auto combatido, pues resulta necesario que al momento de resolver el recurso de apelación se tenga a la vista las actuaciones del incidente y el resultado de las pruebas para determinar la capacidad económica del progenitor, y así estar en posibilidad de fijar una pensión alimenticia respetando el principio de proporcionalidad 
En desacuerdo, la madre promovió juicio de amparo del cual conoció el Juzgado Primero de Distrito en el Estado de México con el número 1481/2012. Mediante resolución de 21 de agosto de 2014 determinó negar el amparo.
Inconforme la quejosa interpuso recurso de revisión 125/2013, y mediante resolución dictada el 5 de junio de 2013, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito concedió el amparo para el efecto de que la Sala responsable resolviera los recursos de apelación.
En cumplimiento a lo anterior, 21 de agosto de 2013, la Sala familiar emitió una nueva sentencia, en la que determinó, por una parte, condenar al progenitor al pago de alimentos a favor de su ex esposa y sus dos menores hijos por un monto de $***** y por otro, fijar un régimen de convivencia abierto entre los adolescentes y su progenitor, el cual quedara sujeto a la libre demanda y voluntad de estos. Es decir, que de manera libre y espontánea los menores decidieran si quieren visitar a su padre y convivir con él, así como los horarios y las formas para realizarlo. 
Dicha Sala determinó que como consecuencia de la pérdida de la patria potestad, el progenitor perdió el derecho a una convivencia paterno-filial e incluso a opinar o intervenir en todos los aspectos que atañen sus dos menores hijos. Así, el derecho a la convivencia ahora sólo subsiste a favor de los menores, en términos de los artículos 9.3 y 10.2 de la Convención de los Derechos del Niño.
En el caso, la Sala indicó que los menores al ser adolescentes y en términos del artículo 4.228, fracción II, inciso c) del Código Civil estatal, tienen la libre elección para elegir si desean o no convivir con su progenitor, así como la forma y periodicidad en que desean realizarlo. 

Lo anterior, al estimar que en la etapa de la adolescencia, el menor inicia una independización familiar, y a nada práctico conduciría ordenar determinadas condiciones para ejercer el derecho de visitas de los menores.

Finalmente, la responsable estimó que no es viable obligar a que los menores a tomar terapias psicológicas para restructurar su unión paterno-filial, pues en todo caso, el progenitor es quien debe estar consiente de la responsabilidad y la obligación de procurar el acercamiento y reunificación de tal relación afectiva con sus hijos, apoyándose de sus propios conocimientos (al ser consultor en recursos humanos) y de ayuda profesional.
SEGUNDO. Juicio de amparo. En contra de la anterior sentencia, *****, por su propio derecho solicitó el amparo y protección de la justicia federal. El quejoso invocó como derechos fundamentales violados los consagrados en los artículos 14 y 16 constitucionales, expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes y señaló como tercero perjudicado a *****.
Por razón de turno, correspondió conocer del asunto al Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito registrándolo con el número *****. Seguidos los trámites correspondientes dictó sentencia el 27 de febrero de 2014 en la que determinó negar el amparo solicitado.

TERCERO. Interposición del recurso de revisión. En desacuerdo con el fallo anterior, el quejoso interpuso recurso de revisión. Mediante proveído de 3 de abril de 2014, el Presidente del Tribunal Colegiado de conocimiento ordenó remitir los autos a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por acuerdo de 28 de abril de 2014, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó formar y registrar el expediente con el número 1674/2014; admitió el recurso de revisión interpuesto con reserva del estudio de importancia y trascendencia;  se estableció la notificación al Procurador General de la República para los efectos legales conducentes; así como también se turnó el expediente para su estudio al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Mediante proveído de 8 de mayo de 2014, esta Primera Sala se avocó al conocimiento de este asunto.
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución; 83 de la Ley de Amparo;  21, fracción III, inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y en relación con lo establecido en los puntos primero, tercero y sexto del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal el 13 de mayo de 2013, en virtud de haberse interpuesto en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito.

SEGUNDO. Oportunidad. El recurso de revisión fue interpuesto en tiempo y forma, de conformidad con el artículo 86 de la Ley de Amparo. De las constancias de autos se advierte que la sentencia recurrida se notificó por lista a las partes el viernes 7 de marzo de 2014, surtiendo efectos el lunes 10 siguiente, por lo que el plazo de diez días que señala el artículo referido corrió del martes 11 al miércoles 26, ambos de marzo de 2014, descontándose los días 8, 9, 15, 16, 17, 21, 22 y 23 de marzo del mismo año por ser inhábiles, de conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. En tales condiciones, dado que de autos se desprende que el recurso de revisión fue presentado el 24 de marzo de 2014, es evidente que se interpuso oportunamente.
TERCERO. Cuestiones necesarias para resolver el asunto. En este considerando se resumen los conceptos de violación, las consideraciones del Tribunal Colegiado y los agravios esgrimidos por la parte quejosa. 
I. Demanda de amparo En su escrito de demanda, el quejoso, por su propio derecho, planteó los siguientes argumentos en contra de la sentencia dictada en cumplimiento por la Sala responsable:
(1) Derecho a las visitas y convivencias a la libre determinación de los menores. La determinación de la Sala responsable, relacionada a que como consecuencia de la pérdida de la patria potestad, el progenitor, ha perdido el derecho a una convivencia paterno-filial e incluso a opinar o intervenir en todos los aspectos que atañen a su protección integral, y que por lo tanto, es un derecho exclusivo de los menores el ejercer las visitas y convivencia; es contraria a derecho y va en contra al propio interés superior de los menores.
Si bien el artículo 4.228, fracción II, del Código Civil estatal establece que los menores elegirán cuál de sus progenitores deben de hacerse cargo  de ellos, no condiciona que derivado de dicha decisión los menores también puedan elegir libremente si desean o no convivir con su progenitor no custodio.
La sola decisión de los menores no es suficiente para que sean condicionadas las convivencias, pues derivado de la Convención de los Derechos de los Niños y considerando que de autos no se desprende que el padre suponga un peligro o sea perjudicial para los menores, es procedente un régimen de visitas y convivencias.
Aun cuando se pierda la patria potestad subsiste un derecho humano a la convivencia con los menores, en términos de los párrafos sexto y séptimo del artículo 4 constitucional.
(2) Indebida interpretación y valoración del material probatorio, para acreditar la pérdida de la patria potestad y el monto de la pensión alimenticia.
Para acreditar la pérdida de la patria potestad, se valoró inadecuadamente lo siguiente: (i) que la propia progenitora manifestó que el progenitor convivía con los menores hasta antes de interponer la demanda inicial; y  posteriormente el progenitor solicitó que se le asignaran un régimen de visitas y convivencias de manera provisional,  aspecto que no fue resuelto por el Juez natural, lo cual corrobora que no fue omiso en la atención de los menores; y (ii) las pruebas en psicología, en especificó la practicada por la perito oficial del Tribunal Superior de justicia del Estado de México, del cual se desprende claramente que los menores presentaban indicios de alienación parental.
Al fijar el monto de la pensión alimenticia, no se respeta el principio de proporcionalidad, pues no se comprueba la capacidad económica del deudor alimentario y la necesidad de los acreedores, en atención a lo siguiente: (i) no existen pruebas idóneas para acreditar la capacidad económica del progenitor; (ii) valora indebidamente las pruebas aportadas por la progenitora para acreditar los gastos que se sufragaban para el mantenimiento del hogar; (iii) valora inadecuadamente la pericial en trabajo social.
Si bien es cierto que las sentencias interlocutorias se constriñen en el punto discutido, también es cierto que el progenitor durante la tramitación del incidente sobre pensión alimenticia y guarda y custodia provisional, solicitó le fueran señaladas visitas y convivencias  provisionales con los menores, lo cual no fue resuelto y el propio juez natural señaló que dicha petición sería decretada en su caso, una vez que fuera resuelto el incidente respectivo. Aunado a lo anterior, de autos se deprende que dicho incidente a la fecha no ha sido resuelto, el cual se encuentra en trámite ante la Sala Familiar

II. Sentencia de amparo directo. El Tribunal Colegiado expresó las siguientes consideraciones en su sentencia:

(1) Derecho a las visitas y convivencias y la libre determinación de los menores.
De conformidad con los artículos 4.201, 4.202 y 4.203 del Código Civil del Estado de México, la patria potestad comprende la representación legal y la protección integral del menor en sus aspectos físicos, psicológicos, morales y sociales, su guarda y custodia, la administración de sus bienes y el derecho de corrección.
Así, en principio la patria potestad, por un lado finaliza, cuando se actualice cualquiera de las siguientes hipótesis: (i) con la muerte del que la ejerce; (ii) emancipación derivada del matrimonio; (iii) mayoría de edad; (iv) adopción simple. Por otra parte, se actualiza su pérdida cuando alguno de los progenitores se situé en alguna de las hipótesis contenidas en el artículo 4.224 del Código Civil del Estado de México, cuya base consiste esencialmente en que el progenitor realice conductas que sean perjudiciales a los intereses de los menores.
Ahora bien, las consecuencias de la perdida de la patria potestad son que el progenitor pierda los siguientes derechos respecto de sus menores hijos: (i) todo privilegio relativo a exigir la obediencia y el respeto; (ii) facultad de llevar su representación legal; (iii) administración de sus bienes; (iv) participar y opinar sobre aspectos inherentes a la educación, conservación, asistencia, y formación de los hijos.
Respecto a este tema la Suprema Corte ha sostenido que independientemente de las consecuencias de la pérdida de la patria potestad, no significa que indefectiblemente se pierda el derecho de convivencia entre el progenitor condenado y sus menores hijos. Lo anterior a partir de dos cuestiones: (i) el derecho de convivencia no es exclusivo del que ejerce la patria potestad, sino también del menor en términos del artículo 4 constitucional; y (ii) no todas las causales de pérdida de la patria potestad son de la misma gravedad.
Asimismo de los artículos 4° constitucional y 9.3 y 10.2 de la Convención sobre los Derechos del Niño, se advierte que ante la separación de los progenitores, ante todo debe prevalecer el interés superior de los menores, lo que se traduce en propiciar la convivencia del menor con ambos padres a fin de que tengan un bien desarrollo emocional y psicológico. No obstante, el Alto Tribunal consideró que en cada caso, era necesario atender a la causa por la cual el progenitor fue condenado a la pérdida de la patria potestad.
Ahora en el caso concreto, el Juez de primera instancia condenó al quejoso a la pérdida de la patria potestad de sus menores hijos, porque este los dejó en un abandono de amor, cariño de padre, de apoyo moral y de atención a sus actividades y, sobre todo, falta de interés en la salud de su menor hijo, conducta que persistió en el tiempo y se recrudeció; que tal omisión en cuanto a la guarda y custodia por su gravedad y persistencia, evidenciaba la posibilidad de causar en los menores un estado que comprometiera su salud y su seguridad. En primera instancia se decretó un régimen de visitas provisional, el cual fue modificado en la apelación para determinar que correspondía a los menores decidir de forma libre y espontánea la convivencia con su padre.
Lo anterior, se estima correcto, pues como acertadamente lo señala la autoridad responsable, la convivencia ya no pervive como un derecho del padre que perdió el ejercicio de la patria potestad, sino que es una prerrogativa de los menores que tiene como finalidad observar el principio de interés superior del menor. Así, el régimen de convivencias debe fijarse en atención a las condiciones y necesidades de los menores y no así a las exigencias del progenitor.
En ese sentido, es infundado que la responsable basará su resolución en el artículo 4.228, fracción II, del Código Civil del Estado de México, pues como se indicó la responsable fundó su conclusión en el hecho de que una vez que se decretara la pérdida de la patria potestad, el derecho de convivencia pertenece a los menores y si menciono dicho precepto legal fue sólo como parámetro orientador para resolver la cuestión litigiosa. 
(2) Indebida interpretación y valoración del material probatorio, para acreditar la pérdida de la patria potestad y el monto de la pensión alimenticia.
Es correcta la forma en que la Sala responsable fijó el monto de la pensión alimenticia, pues esta se calculó con base en datos objetivos, como son las diversas documentales ofrecidas por la actora en relación a los gastos que eroga para satisfacer las necesidades de sus menores hijos.
La pérdida de la patria potestad no se basó en la falta de convivencia, sino por la ausencia de responsabilidad, descuido, desinterés y abandono emocional y afectivo del padre hacia los menores.
III. Recurso de revisión. El quejoso planteó los siguientes agravios en contra de la sentencia de amparo dictada por el Tribunal Colegiado, respecto a la libre determinación de los menores, para ejercer el derecho a las visitas y convivencias:
(1)  Es ilegal y contrario a derecho la afirmación de que se deje a la libre determinación de los menores, el ejercer el derecho de visitas y convivencias, basándose en lo siguiente: (i) el derecho de visitas es exclusivo de los menores; y (ii) al encontrarse en la etapa de la adolescencia tienen la edad y madurez suficiente para decidir la manera que desean convivir con su progenitor.
(2) En efecto, como el propio órgano colegiado afirmó, el derecho de convivencia no es exclusivo de quien ejerce la patria potestad, pues también es del menor. De conformidad con el artículo 4 constitucional, los menores tienen derecho a que se propicien las condiciones que le permitan un adecuado desarrollo psicológico y emocional, para lo cual, en la mayoría de los casos es indispensable la convivencia con ambos progenitores, independientemente de que tengan o no la patria potestad.
(3)  No se desconoce que los menores son adolescentes, sin embargo dicho concepto, no es una figura jurídica, pues no se encuentra regulado por el artículo 1° de la Convención de los Derechos del Niño, en donde textualmente se establece que “se entiende por niño todo ser humano menor de 18 años de edad…”
(4) De autos no se advierte ningún indicio de que el progenitor pueda suponer un peligro inminente en la salud e integridad física o psicológica de los menores, que impiden que se desarrolle un régimen de visitas y convivencia, e incluso se evidenció lo importante del desarrollo del régimen de visitas para afianzar los lazos paterno-filiales.
CUARTO. Estudio de la procedencia del recurso de revisión. Antes de abordar el análisis de los argumentos hechos valer por la parte recurrente debe examinarse si el presente asunto reúne los requisitos de importancia y trascendencia para estar en aptitud de decidir si el recurso es o no procedente.
Con esa intención conviene destacar, en principio, que de la interpretación armónica de los artículos 107, fracción IX, de la Constitución; 81, fracción II y 83 de la Ley de Amparo, y 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación son los Acuerdos Generales Plenarios 5/1999 y 5/2013, se obtiene que la procedencia del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, se encuentra condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos:

A. Que en la sentencia recurrida se formule un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de normas generales, o la interpretación directa de un precepto constitucional; o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas; y  
B. Que el problema de constitucionalidad entrañe la fijación de un criterio jurídico de importancia y trascendencia.
Los requisitos de importancia y trascendencia están determinados por el Tribunal Pleno en el Acuerdo General 5/1999, en el cual se establece que, por regla general, se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando:

a) Exista jurisprudencia sobre el tema de constitucionalidad planteado.

b) No se hayan expresado agravios o cuando, habiéndose expresado, sean ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes, siempre que no se advierta queja deficiente que suplir.

c) En los demás casos análogos a juicio de la Sala correspondiente.
Lo anterior se confirma con el criterio jurisprudencial 64/2001, de la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que esta Primera Sala comparte, con el rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA.”

En el presente caso, el recurso cumple los requisitos de procedencia antes mencionados, ya que debe interpretarse el interés superior del menor contenido en el artículo 4° constitucional, en relación al derecho de visitas y convivencias de los menores con su progenitor no custodio, contemplado en el artículo 9.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño. En efecto, en el presente asunto, el progenitor alega una incorrecta interpretación del Tribunal Colegiado en relación a determinar si los menores adolescentes, pueden decidir libremente si desean ejercer el derecho de visitas y convivencias con su progenitor no custodio, cuando éste ha perdido la patria potestad.
QUINTO. Estudio de fondo.  Se recuerda que en el presente asunto el progenitor fue condenado a la pérdida de la patria potestad de sus dos menores hijos, en atención a que el Juez de primera instancia estimó que el progenitor había sido omiso en brindarle a sus hijos, amor, cariño, apoyo moral y atención. No obstante, decretó un régimen de visitas y convivencias entre los menores y su padre. 
Por lo que hace a la perdida de la patria potestad, dicha consideración fue confirmada en la apelación, sin embargo el régimen de visitas y convivencia fue modificado, dejando a la libre determinación de los menores el convivir con su progenitor.
Inconforme, el padre interpuso juicio de amparo, respecto del cual el órgano colegiado determinó negarlo, pues indicó que como consecuencia de la pérdida de la patria potestad, el derecho a las visitas y convivencias sólo subsiste respecto de los menores, y al ser adolescentes tenían la edad y madurez suficiente para decidir la manera que deseaban convivir con su progenitor. Dicha consideración fue combatida por el padre en el presente recurso de revisión.
De lo antes narrado, se advierte que en el presente caso esta Primera Sala debe determinar si resulta válido afirmar que los menores adolescentes pueden elegir libremente si desean o no convivir con su progenitor no custodio, cuando éste perdió su patria potestad.

Para determinar lo anterior se expondrá: (i) la patria potestad y las consecuencias de su pérdida; (ii) el derecho fundamental de visitas y convivencias; (iii) el principio de autonomía de los menores; y (iv) el derecho de los menores adolescentes a ejercer su derecho a visitas y convivencias en el caso concreto.
I. Patria potestad y las consecuencias de su pérdida.

Existen importantes criterios en torno a la patria potestad y a la interpretación que debe realizarse de las causales para su pérdida. En este sentido, se ha definido a la patria potestad como una garantía institucional que encuentra sustento en lo dispuesto por el artículo 4º constitucional e implica “una correlación de derechos y deberes generada por la relación afectiva existente entre padres e hijos, que se enfocan a la salvaguarda de las necesidades del niño, para su formación y desarrollo integral.”

En esta línea, esta Primera Sala evolucionó del criterio en el que se consideraba que la patria potestad era un deber de los padres, a aquel criterio en el que se estableció que dicha institución es un derecho de los hijos,
 cuyo interés es siempre prevalente en la relación paterno-filial, acentuándose asimismo, la necesidad de la vigilancia de los poderes públicos en el ejercicio de dicha institución. 

Asimismo se enfatizó que al estudiar las relaciones paterno-filiales y, en particular, la patria potestad, es fundamental partir de dos ideas, a saber: la protección de los menores y su plena subjetividad jurídica.

En consecuencia, se determinó que la aplicación del interés superior de la infancia en el marco de la patria potestad, debe de estar sometida a las siguientes características:
 (i) el contenido de la patria potestad comprende un conjunto de facultades y deberes, tanto de ámbito personal como patrimonial, enunciados legalmente en abstracto pero cuya adecuada aplicación exige su ejercicio siempre de acuerdo con la personalidad de los hijos; (ii) el principio del interés superior del menor se consagra como criterio fundamental orientador de la actuación judicial en los procedimientos que afectan a los menores, por lo que las estipulaciones y pactos convenidos entre los progenitores no serán oponibles si resultan lesivos para los hijos; y (iii) la patria potestad tiene un carácter de función tutelar, establecida en beneficio de los hijos y, por ello, cuando la conducta de los padres ponga o pueda poner en peligro la integridad o formación del menor, cabe privar o suspender a aquéllos del ejercicio de la patria potestad de conformidad con el interés superior del menor y atendiendo a lo que establezcan las leyes en la materia.

Si bien es cierto que los derechos y deberes comprendidos en la patria potestad encuentran sustento constitucional en el propio artículo 4º constitucional, cuando el interés superior del niño o el desarrollo integral de éste puedan ser afectados por la conducta de los padres, existe la posibilidad de que se decrete la pérdida de la patria potestad. 

La privación de la patria potestad no debe entenderse como una sanción al incumplimiento de los deberes de los progenitores. Por el contrario, ésta debe entenderse como una medida excepcional, a través de la cual se pretende defender los intereses del menor en aquellos casos en que la separación de los padres sea necesaria para la protección adecuada de los mismos.

Por ello, entre las consecuencias de la pérdida de la patria potestad se encuentra a su vez justificado que el progenitor condenado no puede ejercer determinadas facultades correlativas a ésta, como representarlos legalmente, administrar sus bienes y, decidir,  participar, u opinar sobre asuntos inherentes a su educación, conservación, asistencia, formación y demás aspectos no patrimoniales.

Sin embargo, es doctrina reiterada de esta Primera Sala el considerar que el derecho de convivencia puede subsistir aún ante la pérdida de la patria potestad,
 pues el derecho a la convivencia es un derecho fundamental también a favor de los menores.
II. Derecho fundamental de visitas y convivencias. 

El derecho de visitas y convivencias es un derecho fundamental de los menores contemplado implícitamente en el artículo 4° constitucional, y expresamente previsto en el artículo 9.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño.
 Este se caracteriza como un “derecho-deber”, pues en realidad se trata del derecho de convivir y recibir visitas que tiene el menor frente al deber del progenitor no custodio y, a su vez, del derecho que tiene este último de visitar y convivir con su hijo.

Así, el derecho fundamental de convivencias goza de gran trascendencia en el ámbito familiar, puesto que resulta una medida tendiente a reactivar la convivencia familiar con el progenitor que no ostenta la titularidad de la guarda y custodia. A través de la convivencia se pretende asegurar la continuación de las relaciones paterno-filiales con ambos progenitores de forma regular, cuya finalidad es salvaguardar el derecho de los menores de edad a vivir en familia, asegurando así el sano desarrollo de su personalidad.
 
Ahora bien, para proteger el derecho de los menores a mantener relaciones personales y de trato directo con sus padres de forma regular, el Estado tiene a su cargo la obligación de encontrar los mecanismos para garantizar su ejercicio.
 
No se desconoce que no es viable establecer lineamientos abstractos o muy generales para salvaguardar el derecho de visitas y convivencias, ya que dependerá de las circunstancias particulares de cada caso el determinar las condiciones de su ejercicio. 
Así, entre los elementos mínimos que debe observar el juzgador al dotar de contenido el régimen de visitas que de determine resaltan los siguientes: la edad, necesidades y costumbres de los menores involucrados; el tipo de relación que mantienen con el progenitor no custodio; los orígenes del conflicto familiar; la disponibilidad y personalidad del progenitor no custodio; la distancia geográfica entre la residencia habitual de los menores y la del padre no custodio; y, en general, cualquier otro factor que permita al juzgador discernir qué régimen de convivencia sería más benéfico para los menores involucrados.

De tal forma que al implementar el régimen de convivencia a favor del progenitor no custodio, la autoridad judicial debe tener como eje rector el principio de interés superior del menor atendiendo a las circunstancias particulares del caso en concreto.
III. Principio de autonomía progresiva de los menores 

Los artículos 5 y 12 de la Convención de los Derechos del Niño,
 reconocen a los menores como sujetos de derechos y participes activos en la toma de las decisiones que les conciernen. Así los menores de edad, ejercen sus derechos de manera progresiva en la medida en que van desarrollando un mayor nivel de autonomía. A esto se ha denominado “evolución de la autonomía de los menores”.
 

Cabe destacar que el Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas reiteradamente ha subrayado el principio de la creciente autonomía de la niñez, así como la necesidad de respetar el ejercicio independiente de sus derechos. Así ha establecido que la evolución de las facultades como principio habilitador, se basa en los procesos de maduración y de aprendizaje por medio de los cuales los niños adquieren progresivamente conocimientos, facultades y la comprensión de su entorno y en particular de sus derechos humanos. Tal principio también pretende hacer de los derechos de los niños, derechos efectivos que puedan ser ejercidos y determinados por ellos mismos.
 

De tal forma que dicha evolución de autonomía de los menores se ha descrito como “nuevo principio de interpretación del derecho internacional, según el cual, a medida que los niños van adquiriendo competencias cada vez mayores, se reduce su necesidad de orientación y aumenta su capacidad de asumir responsabilidades respecto a las decisiones que afectan su vida.”

Es importante enfatizar que en la medida en la cual se desarrolla la capacidad de madurez del niño para ejercer sus derechos con autonomía, disminuye el derecho de los padres a tomar decisiones por él. Sin embargo, ello no equivale a transferir a los menores de edad las responsabilidades de un adulto. Esto quiere decir que el reconocimiento de su poder de decisión no implica que se avale una vulneración a las protecciones que éstos merecen. Por tanto, es deber del Estado verificar que dicha autonomía no restrinja los derechos de los niños, pues aún se presume su inmadurez y vulnerabilidad.
 

Así, al determinar el nivel de autonomía del menor y la viabilidad de sus decisiones, no es posible establecer edades fijas o condiciones prestablecidas, pues el proceso de madurez no es un proceso lineal y aplicable a todos los niños por igual. Dicha evolución facultativa es progresiva en función de su edad, del medio social, económico y cultural en el cual se desarrollan los infantes, y de sus aptitudes particulares.
  

A lo anterior se suma el reconocimiento que en la etapa de la adolescencia de los menores existen “rápidos cambios físicos, cognoscitivos y sociales, incluida la madurez sexual y reproductiva; la adquisición gradual de la capacidad para asumir comportamientos y funciones de adultos, que implican nuevas obligaciones y exigen nuevos conocimientos teóricos y prácticos”.
 La adolescencia sin embargo, no exenta de considerar como niños y sujetos de un régimen constitucional e internacional de especial protección, a todos los menores de edad.
Aunado a las características de los menores, -su nivel de madurez y sus aptitudes particulares-, debe valorarse el tipo de decisión sobre la que se cuestiona si debe prevalecer su autonomía de la voluntad. En efecto, existen cuestiones que no pueden ser delegadas a la voluntad de los niños, aun cuando muestren que tienen un alto nivel de madurez y responsabilidad. Existen sin embargo, algunas decisiones que sí pueden ser tomadas por el menor, en tanto no afectarán o pondrán en riesgo sus derechos, más aún, implicarán el efectivo ejercicio de éstos.
De tal forma que para determinar la capacidad de los menores  para tomar decisiones sobre el ejercicio de sus derechos es fundamental que los juzgadores realicen una ponderación entre la evaluación de las características propias del menor (edad, nivel de maduración, medio social y cultural, etc.) y las particularidades de la decisión (tipo de derechos que implica, los riesgos que asumirá el menor, consecuencias a corto y largo plazo, entre otras cuestiones).  

IV. Libre determinación de los menores a ejercer su derecho a visitas y convivencias con su progenitor no custodio.
Ahora bien, en el caso concreto, esta Primera Sala considera que debe prevalecer la voluntad de los jóvenes para elegir si quieren o no convivir con su padre no custodio. Lo anterior a la luz de los criterios que permiten evaluar su grado de autonomía, estos son, las características de los niños y el tipo de decisión que se delega a la voluntad de éstos.
Características propias de los menores: 
(i) Edad de los menores. *****, nació en la ciudad de Boston, Massachusetts, el 5 de noviembre de 1996, y *****, nació en la ciudad de Manhattan, Nueva York, el 4 de octubre de 1998. Por lo que, en la actualidad ***** acaba de alcanzar la mayoría de edad, y ***** tiene 16 años cumplidos 

(ii) Nivel de madurez. Del contenido de las pruebas en psicología practicadas a los adolescentes en 2010,
 cuando *****y ***** tenían 13 y 11 años respectivamente, se advierte que los menores presentaban condiciones de higiene, se encontraban  cooperadores y participantes en las pruebas y de su resultado se observó que ambos menores presentaban indicadores de ansiedad ante la separación de sus padres. No obstante, que la finalidad de dichas evaluaciones consistía en valorar la idoneidad del progenitor custodio, se debe destacar que en ninguna de ellas, se hizo evidente que alguno de los menores presentara un problema de evolución social y/o  de madurez.

Adicionalmente, se presentaron diversas pruebas relacionadas con su actividad escolar,
 en las cuales se advertía que ambos menores presentaban alto rendimiento educativo. 
(iii) Medio social y cultural. Del contenido de la evaluación en trabajo social se advierte que los menores habitan en un domicilio ubicado en una zona urbana residencial, con adecuadas condiciones de uso y conservación, precisando que los egresos de la familia ascienden a $*****.
De dicho informe también se desprende que los menores participan en actividades extracurriculares tales como tenis y ballet. 

De los elementos anteriores se desprende que uno de los representados ya cumplió dieciocho años, y que la menor casi alcanza la mayoría de edad. Se deduce también que su alto nivel de madurez pues son estudiantes que presentan un alto rendimiento educativo y no muestran signos de afectaciones a su personalidad. Por último, se observa que el medio en el que ahora habitan es adecuado para su desarrollo integral.

Particularidades de la decisión: 
Sin duda alguna, la decisión de los menores que ahora se analiza repercutirá directamente en un derecho fundamental de éstos, el derecho a las visitas y convivencia con su progenitor no custodio. En ese sentido, como se señaló anteriormente el ejercicio de este derecho tiene efectos directos en el desarrollo integral de los menores.  

Sin embargo, si ponderamos la capacidad de decisión de los menores y el hecho de que el padre perdió la patria potestad sobre los mismos, podemos advertir que el dejar a la libre voluntad de los niños el convivir o no con su padre, no afectará negativamente su desarrollo integral, ni pondrá en riesgo el ejercicio de otros derechos.

Esta Primera Sala considera que una determinación judicial no puede restaurar la fractura de las relaciones interpersonales entre el progenitor y sus hijos, cuando éstos tienen la madurez suficiente para decidir si quieren o no convivir con su padre, en el supuesto en el que este haya perdido la patria potestad. Por el contrario, podría resultar contraproducente tratar de restaurar los lazos de afecto y empatía, obligando a los jóvenes a integrar a su progenitor a su núcleo familiar.
La protección integral del menor constituye un mandato constitucional que se impone a los padres y a los poderes públicos, en la que se inscribe el principio de desarrollo progresivo de su autonomía. En ese sentido, el menor de edad no sólo merece protección, sino que se constituye como sujeto de derechos, cuyo efectivo ejercicio implica que, respecto a ciertas decisiones, prevalezca su voluntad. 

 En el caso, se mostró que debe prevalecer la voluntad de los menores respecto al ejercicio de su derecho a convivir con su progenitor. Lo anterior en tanto, por una parte, la decisión que se cuestiona no vulnera su desarrollo integral, y por otra, en tanto tienen la edad y madurez suficiente para tomar dicha determinación.
No pasa inadvertido que el menor *****, nació el 5 de noviembre de 1996,
 y a la fecha adquirió la mayoría de edad, por lo que la presente resolución no tendría ningún efecto respecto a este.

En tal sentido, esta Primera Sala considera que no obstante las consideraciones del Tribunal Colegiado respecto a los alcances de la pérdida de la patria potestad no fueron precisas, la conclusión a la que arribó fue correcta desde el principio superior del niño, y de acuerdo al derecho de los menores a convivir con sus padres y a tomar decisiones sobre su propia vida, de acuerdo al desarrollo progresivo de su autonomía.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a *****, en contra de la autoridad y acto precisados en el primer apartado de esta sentencia.
Notifíquese con testimonio de esta sentencia, devuélvanse los autos al Tribunal Colegiado de origen y, en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente Ministro José Ramón Cossío Díaz.
Firman el Presidente de la Sala y el Ministro Ponente con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe. 
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA

P O N E N T E:

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA:

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES
En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. CONSTE.
AMIO/LNNR

� Foja 6 del tomo 1 del juicio ordinario *****


� Foja 6 del tomo 1 del juicio ordinario *****


� Fojas 4 (demanda inicial) y 32 (contestación a la demanda) del  tomo I del juicio ordinario *****.


� Foja 63 del tomo I del juicio ordinario *****


� Fojas 69 (demanda inicial) y 111  (contestación a la demanda) del  tomo I del juicio ordinario *****.


� La Sala estimó que con la prueba en psicología se tendría  certeza respecto a lo siguiente aspectos: a) cuál de los padres es el más apto para ejercer la guarda y custodia de los menores; b) cuál es el nivel de empatía que impera entre las partes; c) cual es la visión de los menores respecto de sus progenitores; d) en su caso, si existe una opinión negativa, determinar si esta ha sido introducida por algún progenitor o familiares de estos; e) nivel de vinculación afectiva de los menores con sus progenitores f) si los menores son motivo de manipulación, abandono afectivo, o menosprecio de alguno de sus padres; g) en su caso, determinar si es necesario llevar a cabo terapias psicológicas para los padres y menores.


� Con relación al accidente que sufrió el menor *****, dicha prueba serviría para contestar lo siguiente: a) dónde se localizan las lesiones por quemadura que tiene el menor; b) su gravedad; c) si resultan lesiones que dejarán secuelas motrices o cicatrices visibles; d) si se requiere supervisión médica constante o algún tipo de rehabilitación; e) si necesita atención psicológica; f) en caso, de que el menor no pueda salir de su domicilio, indicar el lapso que se recomienda permanecer en su domicilio.


� Su finalidad consiste en que los menores  expongan con quién de sus padres prefieren vivir y con quien únicamente convivir, así como los lugares donde prefieren que se lleve a cabo esa convivencia, su periodicidad y el horario que desean realizarla.


� Dichos elementos servirán para establecer el  monto de la pensión alimenticia.


� Tesis: 2a./J. 64/2001. Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Diciembre de 2001, página 315.


� Contradicción de tesis 21/2006-PL.


� En los siguientes asuntos: (i) amparo directo en revisión 348/2012. Resuelto el 5 de diciembre de 2012; (ii) amparo directo en revisión 1200/2014, resuelto el 8 de octubre de 2014; y (iii) amparo directo en revisión 553/2014 resuelto el 9 de abril de 2014.


�Dichos argumentos se encuentran en la tesis aislada LXIII/2013 de esta Primera Sala, de rubro “PATRIA POTESTAD. SU CONFIGURACIÓN COMO UNA INSTITUCIÓN ESTABLECIDA EN BENEFICIO DE LOS HIJOS” [Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, página 828.


� Tales consideraciones se encuentran en la tesis aislada LXIV/2013 de esta Primera Sala, de rubro “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. LA APLICACIÓN DE ESTE PRINCIPIO EN EL MARCO DE LAS RELACIONES DE LA PATRIA POTESTAD” [Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, página 823]


�“PRIVACIÓN DE LA PATRIA POTESTAD. SU FUNCIÓN COMO MEDIDA PROTECTORA DEL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR” [Tesis aislada XLIX/2013 Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, página 830.]


� Contradicción de tesis 123/2009. Resuelta por esta Primera Sala el 9 de septiembre de 2009.


� “PATRIA POTESTAD. SU PÉRDIDA NO CONLLEVA INDEFECTIBLEMENTE IMPEDIR QUE EL MENOR EJERZA EL DERECHO DE CONVIVENCIA CON SUS PROGENITORES” [Tesis: 1a./J. 97/2009. Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010 , página 176]


� Las consideraciones del presente apartado se desprenden de los siguientes asuntos resueltos por esta Primera Sala: (i) contradicción de tesis 123/2009, resuelta el 9 de septiembre de 2009; (ii) amparo directo en revisión 2931/2012, resuelto el 21 de noviembre de 2012; (iii) amparo directo en revisión 3094/2012, resuelto el 6 de marzo de 2013; y (iv) amparo directo en revisión 583/2013, resuelto el 11 de septiembre de 2013.


� “DERECHO DE VISITAS Y CONVIVENCIAS. ES UN DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS MENORES DE EDAD.” [Tesis: 1a. CCCLXVIII/2014 (10a.). Localizable en el  Semanario Judicial de la Federación. Publicación: viernes 31 de octubre de 2014 11:05 h ]


� “DERECHO DE VISITAS Y CONVIVENCIAS. SU CARACTERIZACIÓN COMO UN DERECHO-DEBER.” [Tesis: 1a. CCCLXIX/2014 (10a.). Localizable en el Semanario Judicial de la Federación Publicación: viernes 31 de octubre de 2014 11:05 h]





�“RÉGIMEN DE CONVIVENCIA O DERECHO DE VISITAS. EN SU IMPLEMENTACIÓN LA AUTORIDAD JUDICIAL DEBE TENER COMO EJE RECTOR EL PRINCIPIO DE INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR.”


� “GUARDA Y CUSTODIA DE UN MENOR DE EDAD Y RÉGIMEN DE CONVIVENCIA. SON INSTITUCIONES PARALELAS Y COMPLEMENTARIAS DIRIGIDAS A SALVAGUARDAR EL DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A LA CONVIVENCIA FAMILIAR EN CONTEXTOS DE CRISIS INTRAFAMILIAR.” [Tesis: 1a. CCCVI/2013 (10a.) . Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 2 , página 1051]


�“RÉGIMEN DE CONVIVENCIA O DERECHO DE VISITAS. ELEMENTOS A LOS QUE HA DE ATENDER EL JUEZ DE LO FAMILIAR AL MOMENTO DE MOTIVAR SU DECISIÓN.” [Tesis: 1a. CCCVIII/2013 (10a.) Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 2, página 1063]


� Artículo 5


Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechas y los deberes de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención.


� En el mismo sentido, ver: (i) amparo directo 30/2008, resuelto por esta Primera Sala el 11 de marzo de 2009; (ii) amparo directo en revisión 2479/2014, resuelto por esta Primera Sala el 24 de octubre de 2012; (iii) amparo directo en revisión 354/2014, resuelto por esta Primera Sala el 9 de abril de 2014; (iv) Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011 Serie C No. 221; (v) Caso Atala Riffo e hijas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239.


� Comité de Derechos del Niño, Observación General No. 7, párrafo 17;  Observación General No. 4 introducción y párrafo 4.


� Gerison Lansdown, La Evolución de las Facultades del Niño. Florencia, UNICEF. Centro de Investigaciones Innocenti Research., 2005. pp. 19 y 20. 


� El principio de interés superior ordena a todas las autoridades estatales que la protección de los derechos del niño se realice a través de medidas “reforzadas” o “agravadas”, y que los intereses de los niños deben protegerse con mayor intensidad. Dicho criterio se ve reflejado en los siguientes precedentes emitidos por esta Primera Sala: (i) amparo directo en revisión 12/2010 resuelto el 2 de marzo de 2011; (ii) amparo directo en revisión 1038/2013, resuelto el 4 de septiembre; y (iii)amparo directo en revisión 2618/2013, resuelto el 23 de octubre de 2013. 


� Gerison Lansdown, La Evolución de las Facultades del Niño. Florencia, UNICEF. Centro de Investigaciones Innocenti Research., 2005. pp. 31


� Comité de Derechos del Niño, Observación General No. 4


�Prueba en materia en psicología rendida por el perito designado por la parte actora (Fojas s27 a 71 del  tomo II del toca 912/2012); Prueba en materia en psicología rendida por el perito de la parte demandada (Fojas 298ª 341 del Cuaderno de pruebas del  Toca 912/2012) y Prueba en materia en psicología rendida perito tercero en discordia fojas 478 a 483 del  Tomo II del toca 564/208 


� Boleta escolar de *****, relativa al año escolar 2007-2008, con un promedio general de 9.4 y  reconocimiento del Municipio de Naucalpan a *****por haber alcanzado los más altos puntajes en la Evaluación Nacional de Logro Académico en Centros Escolares 2007.


� Lo anterior se desprende de las actas de nacimiento que obran a fojas 7 y 8 del tomo uno del juicio ordinario *****.
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